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Juez Ponente:
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Morona, dentro de la presente causa constitucional, por acción de protección, emite
la siguiente sentencia:
 
 

SENTENCIA JUICIO No. 14307-2025-00153
 

Antecedentes.
 
1.1 Agréguese a los autos los escritos que anteceden y la documentación adjunta.
Téngase en cuenta la comparecencia del Ing. Diego Dueñas López, Director
Provincial del IESS, téngase por ratificada la intervención realizada en la presente
causa por el Abg. Cesar Patricio Aguirre Tene. En cuenta la comparecencia de la
Abg. María José Ramírez Cardoso, en su calidad de Directora Regional de la
Procuraduría General del Estado en el Azuay, Cañar y Morona Santiago, según lo
acredita con la documentación adjunta, en cuenta la autorización conferida, así como
la casilla judicial y correo electrónico señalados para recibir futuras notificaciones. 
En lo principal la demanda ha sido propuesta por: HARO TERAN JACKELINE
CRISTINA, en contra del Ministerio de Salud Pública representado por el Abogado
Edgar José Lama von Buchwald; del Dr. Jaime Otton Bernabé Erazo y del Mgs.
Ronny Andrés Romo Lanas, en sus calidades de DIRECTOR GENERAL, y 
SUBDIRECTOR NACIONAL DE GESTIÓN DE TALENTO HUMANO DEL
INSTITUTO ECUATORIANO DE SEGURIDAD SOCIAL, del Abogado Juan Carlos
Larrea Valencia en su calidad de PROCURADOR GENERAL DEL ESTADO, del Dr.
Pablo Joel Armijos Peñaen su calidad de COORDINADOR ZONAL DE SALUD DE
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LA ZONA 6 DE LA PROVINCIA DE MORONA SANTIAGO, y del Mgs. Javier
Eugenio Molina Quezada, en su calidad DE DIRECTOR DEL INSTITUTO
ECUATORIANO DE SEGURIDAD SOCIAL, CENTRO CLÍNICO QUIRÚRGICO
AMBULATORIO (HOSPITAL DEL DÍA) Macas.
1.2 FUNDAMENTOS DE HECHO:Mediante CONTRATO DE SERVICIOS
OCASIONALES POR COMPENSACIÓN DE BECA, ingresé a prestar mis servicios
lícitos y personales en el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, Centro Clínico
Quirúrgico Ambulatorio (HOSPITAL DEL DÍA) Macas, en calidad de "BECARIO/A EN
PERÍODO DE COMPENSACIÓN", como MÉDICO GENERAL EN FUNCIONES
HOSPITALARIAS, actividad laboral que la cumplí con normalidad desde el 17 de
febrero de 2021, hasta el 31 de diciembre de 2021, siendo mi remuneración mensual
unificada de USD. 1.676.00 dólares americanos. CONTRATO DE SERVICIOS
OCASIONALES (Nro. UATH-CCQAHDM-PROV-BC-2022-0002), continué prestando
mis servicios lícitos y personales en el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social,
Centro Clínico Quirúrgico Ambulatorio (HOSPITAL DEL DÍA) Macas, en calidad de
"BECARIO/A EN PERÍODO DE COMPENSACIÓN', como MÉDICO ESPECIALISTA
EN GINECOLOGÍA, actividad laboral que la cumplí con normalidad desde el 01 de
abril de 2022 hasta el 16 de febrero de 2025 (fecha en la cual se cumple el plazo de
devengación de beca), con una remuneración mensual unificada de USD. 2.641.00
dólares americanos. Del aviso del embarazo y del conocimiento que tuvo mi
empleador de dicha circunstancia. El día 13 de enero de 2025, acudí al Centro
Clínico Quirúrgico Ambulatorio (HOSPITAL DEL DÍA) Macas, ya que desde la
mañana tenía un dolor abdominal y malestar general en todo el cuerpo; razón por la
cual, la Dra. Yuleysi Silva (médico especialista en Ginecología y Obstetricia) tras
hacerme una revisión y realizarme algunos exámenes de rigor, determina en su
diagnóstico que tengo un embarazo de 5 semanas 4 días por FUN (CIE 10-Z359)
indicándome además que tengo una amenaza de aborto (CIE 10-0200), por los
antecedentes descritos, me recomienda reposo relativo, no realizar esfuerzo físico ni
tampoco levantar cosas pesadas; asimismo me indica la necesidad de realizarme
exámenes para el seguimiento.
1.3 Mediante Memorando Nro. IESS-HD-MA-2025-0133-M de fecha 13 de enero de
2025, pusé en conocimiento tanto del Director señor Mgs. Javier Eugenio Molina
Quezada como de la Oficinista señora Ing. Anita Elizabeth Jaramillo Rivadeneira,
sobre mi estado gestacional, además solicité sé me incluya en los grupos
vulnerables de la institución. 10. Mediante Memorando Nro. IESS-HD-MA-2025-
0642-M de fecha 05 de febrero de 2025, suscrito por la Oficinista Ing. Anita Elizabeth
Jaramillo Rivadeneira; se pone en mi conocimiento el Memorando Nro. IESS-HD-
MA-2025-318-M de fecha 23 de enero de 2025, que en lo principal señala: "(...) en el
caso de la Dra. Haro Terán Jackeline Cristina se le debe terminar el contrato de
servicios ocasionales el 16 de febrero de 2025 que concluye su periodo de
devengación." (Énfasis añadido) Y finalmente, mediante Memorando Nro. IESS-
SDNGTH-2025-3169-M de fecha 15 de febrero de 2025, suscrito por el Subdirector
Nacional de Gestión de Talento Humano, Mgs. Ronny Andrés Romo Lanas, pone en
mi conocimiento la "Notificación de la terminación del Contrato de Servicios
Ocasionales de la servidora HARO TERÁN JACKELINE CRISTINA, a cargo de
MEDÍCO/A ESPECIALISTA EN GINECOLOGÍA 1 del CENTRO CLÍNICO
QUIRÚRQUICO AMBULATORIO (H.DEL DÍA) a MACAS por cumplimiento de plazo-



Devengación de Beca." (Énfasis añadido); sin tomar en consideración que para esa
fecha me encontraba en la quinta semana de embarazo.Señor Juez, pese a que la
Institución conocía sobre mi estado de gravidez y mi alarmante riesgo de aborto,
conforme se desprende del certificado médico emitido por la Dra.Yuleysi Silva
(Médico Especialista en Ginecología y Obstetricia); fui notificada de manera ilegal y
arbitraria con la terminación de mi contrato de trabajo, desconociendo que tanto la
Constitución de la República del Ecuador y demás normativa infraconstitucional e
internacional de derechos humanos garantizan la estabilidad laboral reforzada de las
mujeres embarazadas.
1.4 Descripción del Acto violatorio del o los derechos constitucionales La protección
reforzada en el trabajo para mujeres embarazadas es un derecho fundamental
establecido en la legislación laboral y en los tratados internacionales de derechos
humanos. El Estado tiene la obligación de garantizar un entorno de trabajo seguro y
saludable para todas las trabajadoras, especialmente para aquellas que están
embarazadas. Asimismo, de acuerdo al Art. 29 de la Ley Orgánica de derecho al
Cuidado manifiesta que las servidoras públicas embarazadas tienen derecho a: -
Protección contra el despido: No pueden ser despedidas durante el embarazo, ni
dentro de los seis meses posteriores al parto. - Licencia por maternidad: Tienen
derecho a una licencia remunerada de doce semanas, que se pueden extender por
seis semanas más en caso de parto múltiple o complicaciones en el parto.
Protección contra la discriminación: No pueden ser discriminadas por su estado de
embarazo o lactancia. Además, la Ley de Maternidad y Paternidad responsable en el
Art. 11 establece que las mujeres embarazadas tienen derecho a: - Protección contra
el acoso laboral: No pueden ser sometidas a acoso laboral o discriminación por su
estado de embarazo. Acceso a servicios de salud: Tienen derecho a acceder a
servicios de salud y atención médica durante el embarazo y el posparto.En
resumidas cuentas, en Ecuador no se puede despedir a una mujer embarazada que
trabaje en la función pública, sin una justificación válida, previa y emitida por la
autoridad competente.
1.5 Derechos amenazados y vulnerados: a) Derecho a la protección especial de las
mujeres embarazadas en el ámbito laboral y derecho de lactancia: La Convención
sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer
(CEDAW) en su artículo Il numeral 2, reconoce el derecho a una protección especial,
cuando prohíbe el despido por embarazo y dispone que los Estados otorguen
licencia con sueldo o con prestaciones comparables, el suministro de servicios y la
protección en caso de trabajos perjudiciales. En esta línea, la Corte Constitucional
del Ecuador en sentencia Nro. 319-JP/20 y acumulados de fecha 05 de agosto de
2020, en su párrafo 80 señala: "La protección especial significa que las mujeres
durante el embarazo, parto, postparto y período de lactancia deben ser atendidas en
función de susnecesidades específicas, sin que este hecho signifique que las
mujeres no tengan capacidad para ejercer sus derechos con autonomía. Esta
protección se da frente a la desventaja en la que esta condición las pone frente a los
hombres dentro de un sistema patriarcal. No sólo garantiza a las mujeres la igualdad
en el acceso al empleo sino también la permanencia. Al garantizar este derecho, los
demás derechos de las mujeres embarazadas y en el período de lactancia se
refuerzan para su pleno ejercicio." (Énfasis añadido).
 



1.6 Derecho a la estabilidad laboral especial de las mujeres embarazadas: El Art.
332 de la Constitución de la República del Ecuador establece que el Estado
garantizará el respeto a los derechos reproductivos de las personas trabajadoras, lo
que incluye la eliminación de riesgos laborales que afectan a la salud reproductiva, el
acceso a la estabilidad en el empleo sin limitaciones por embarazo o número de hijas
e hijos, derechos de maternidad, lactancia y el derecho a la licencia por paternidad
Señor Juez, considerando que con fecha 13 de enero de 2025, yo en calidad de
funcionaria publica Dra. Jackeline Cristina Haro Terán, puse en conocimiento de la
autoridad competente mi estado de gestación (además de la amenaza de aborto) y
solicitó sea incluida en los grupos vulnerables dentro de la Institución; no obstante de
ello, las autoridades del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, Centro Clínico
Quirúrgico Ambulatorio (HOSPITAL DEL DÍA) Macas, hicieron caso omiso de este
particular y con fecha 15 de febrero de 2025 fui notificada con la terminación de mi
contrato de trabajo, situación que nunca debió haber ocurrido considerando que las
mujeres embarazas gozamos de estabilidad laboral reforzada. Prohibición del
despido de la mujer embarazada: La Corte Constitucional del Ecuador, en la
sentencia Nro. 593-15-EP/21 de fecha 05 de mayo de 2021, en el párrafo 60 señala:
"(...) el contrato de servicios ocasionales no cambia de naturaleza jurídica al otorgar
una ampliación al límite de la terminación de la relación laboral, sino que este adopta
un régimen especial con el objeto de proteger a las mujeres embarazadas. Por lo
tanto, las entidades públicas y privadas deben abstenerse de terminar la relación
laboral hasta la terminación del permiso de lactancia." Por tanto, se prohíbe el
despido de la mujer trabajadora asociado a su condición de gestación y maternidad,
así como la discriminación vinculada con los roles reproductivos. Situación
vulneratoria de derechos que en el presente caso sucedió hacia la Dra. Jackeline
Cristina Haro Terán.
1.7 Derecho a la Igualdad y no discriminación (Art. 11 CRE): En el ordenamiento
jurídico ecuatoriano en el artículo 11 numeral 2 de la Constitución de 2008 se
garantiza el principio de igualdad y la prohibición de discriminación, en concordancia
con el derecho a la igualdad formal, material y no discriminación establecido en el
artículo 66 numeral 4 de la Constitución. En este sentido, se tiene que el derecho a la
igualdad debe ser entendido sobre la base de dos dimensiones: la formal y la
material: a) La dimensión formal, se expresa por la misma Constitución en su artículo
11 numeral 2 primer inciso, cuando se la define como un principio de aplicación, en
el siguiente enunciado: "Todas las personas son iguales y gozarán de los mismos
derechos, deberes y oportunidades" De acuerdo a la Norma Fundamental, entonces,
la igualdad formal implica un trato idéntico a sujetos-individuales o colectivos-que se
hallan en la misma situación. b) La dimensión material, en cambio se establece en el
tercer inciso del numeral 2 del artículo 11 de la Constitución, al señalar: "El Estado
adoptará medidas de acción afirmativa que promuevan la igualdad real a favor de los
titulares de derechos que se encuentren en situación de desigualdad" bPese a existir
norma expresa, las autoridades que emitieron mi cese de funciones, se olvidaron o
no quisieron ver mi condición de embarazo, al formar parte de un grupo de atención
prioritaria conforme lo establece el Art. 35 y 43 de la Constitución de la República del
Ecuador se debió darme un trato prioritario y no separarme del trabajo sin tomar en
cuenta mi condición por el estado de gravidez por el que me encuentro. Lo cual
atenta no solo en contra mis derechos reproductivos, sino además de mi futuro hijo,



bajo este análisis se evidencia de la discriminación sufrida.
1.8 Derecho al trabajo (Art. 33 CRE): La Constitución de la República del Ecuador
señala que "... El trabajo es un derecho y un deber social, y un derecho económico,
fuente de realización personal y base de la economía" tanto más que este derecho
se constituye en una necesidad humana que obligatoriamente debe ser tutelada por
el Estado, a través del incentivo de políticas públicas que estimulen al trabajo en
todas sus modalidades, así como también, a través de la protección de los derechos
laborales de todas las trabajadoras y trabajadores. d) Derecho a la seguridad jurídica
(Art. 82 CRE): "El derecho a la seguridad jurídica se fundamenta en el respeto a la
Constitución y en la existencia de normas jurídicas previas, ciaras, públicas y
aplicadas por las autoridades competentes".Así mismo, la Corte Constitucional del
Ecuador, en reiterada jurisprudencia ha determinado la importancia del derecho a la
seguridad jurídica, así pues, en la sentencia N° 045-15-SEP-CC, señaló "La
seguridad jurídica implica la confiabilidad en el orden jurídico y la sujeción de todos
los poderes del Estado a la Constitución y a la ley, como salvaguarda para evitar que
las personas, pueblos y colectivos sean víctimas del cometimiento de
arbitrariedades". Con la terminación de la relación laboral de mi persona se vulnera
el derecho a la seguridad jurídica, por el hecho de que el Instituto Ecuatoriano de
Seguridad Social, Centro Clínico Quirúrgico Ambulatorio (HOSPITAL DEL DÍA)
Macas, y las autoridades superiores no aplicaron las normas claras, previas, públicas
emitidas por autoridades competentes, pues inobservaron las disposiciones
contenidas en la Ley Orgánica del Derecho al Cuidado Humano, en especial los
artículos 1, 2, 3, 11, 12, 13 14, 18 y 29 que regulan este derecho y en las que se
prevé la protección especial para las mujeres embarazadas y además durante el
periodo de parto, post parto y el período de lactancia conforme el análisis realizado
en líneas anteriores, motivo por el cual se evidencia la vulneración del derecho a la
seguridad jurídica.
1.9 Derecho a obtener decisiones motivadas: El derecho que tenemos todas las
personas a obtener una decisión motivada es una garantía del debido proceso y una
dimensión del derecho a la tutela judicial efectiva, conforme lo ha reconocido la Corte
Constitucional en reiteradas ocasiones. El derecho al debido proceso en la garantía
de motivación está contenido en el numeral 7 del Artículo 76, literal I) de la
Constitución de la República y constituye un auténtico límite a la arbitrariedad del
Estado, pues precautela que todas las decisiones del poder público sean fundadas
en los preceptos previstos en el ordenamiento jurídico. Para que una resolución este
motivada debe necesariamente reunir tres elementos: * Contener una descripción
detallada de los hechos relevantes del caso que han sido debidamente comprobados
durante el procedimiento; 
* Identificar las normas cuya consecuencia jurídica se va a aplicar para resolver el
caso; y, * Explicar por qué los hechos del caso se subsumen (adecuan) en la
hipótesis de la norma cuya consecuencia jurídica se aplica el Memorando Nro. IESS-
SDNGTH-2025-3169-M, de fecha 15 de febrero de 2025, incurre en el denominado
vicio motivacional de incongruencia frente al derecho conformelo explicado en los
hechos expuestos. De esta manera debo indicar a su autoridad que por parte de mi
empleador conocía, al momento en que notificó la terminación del contrato laboral,
que yo me encontraba embarazada, en tanto, con anterioridad se había presentado
la certificación del departamento médico del IESS. En este contexto, se señala que el



artículo 332 de la Constitución de la República, contiene una disposición imperativa
que obliga al estado a garantizar los derechos reproductivos de las trabajadoras, lo
que incluye la eliminación de riesgos laborales que afecten la salud reproductiva y la
estabilidad en el empleo sin limitaciones por embarazo; empero, también contiene
una disposición prohibitiva de despido a la mujer embarazada asociado a su
condición de gestación. Por lo tanto, la terminación de la relación laboral en el
presente caso, soslaya los derechos establecidos en la referida norma. En este caso,
al tratarse de una mujer perteneciente a un grupo de atención prioritaria,
concretamente los derechos de una mujer embarazada en el ámbito laboral público
Con ello señor Juez, se demuestra claramente que mis derechos constitucionales
han sido vulnerados y confiada en la efectividad de la justicia ecuatoriana acudo ante
usted con esta Acción de Protección conforme lo establecido en los artículos 88 de la
Constitución y Arts. 1, 4, 6, 39, 40, 41 y 42 de la Ley Orgánica de Garantías
Jurisdiccionales y Control Constitucional.
1.10 Por lo expuesto y en virtud de los fundamentos de hecho y de derecho que
quedan expuestos, solicito al amparo de los Arts. 88 de la Constitución de la
República de Ecuador, Art. 39 y demás pertinentes de la Ley Orgánica de Garantías
Jurisdiccionales y Control Constitucional, que se acepte la presente ACCIÓN DE
PROTECCIÓN y en consecuencia, se declare que el acto cuestionado vulnera mis
derechos constitucionales. En función de la pretensión principal y con el propósito de
reparar integralmente el daño material e inmaterial que se me ha ocasionado,
conforme lo establece el Art. 86 de la Constitución de la República de Ecuador y de
acuerdo con el Art. 18 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control
Constitucional, solicito además, las siguientes medidas de reparación: - Se deje sin
efecto el Memorando Nro. IESS-SDNGTH-2025-3169-M, de fecha 15 de febrero de
2025; así como también el Informe Técnico Nro. UATH-CCQA-(HD)-MA-2025-005 de
fecha 11 de febrero de 2025. - Como medida de restitución, que se me reintegre a mi
cargo como Médico Especialista en Ginecología en el Instituto Ecuatoriano de
Seguridad Social, Centro Clínico Quirúrgico Ambulatorio (HOSPITAL DEL DÍA)
Macas. - Como medida de rehabilitación y considerando mi estado de embarazo, se
disponga al Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, Centro Clínico Quirúrgico
Ambulatorio (HOSPITAL DEL DÍA) Macas, la realización de exámenes médicos y
psicológicos, además de brindarme el acompañamiento psicosocial que mi estado de
gravidez requiere. - Como garantía de no repetición, se ordene al Instituto
Ecuatoriano de Seguridad Social, Centro Clínico Quirúrgico Ambulatorio (HOSPITAL
DEL DÍA) Macas que arbitrariamente me cesó de mis funciones, emita disculpas
públicas.Como reparación económica, se disponga al Instituto Ecuatoriano de
Seguridad Social, Centro Clínico Quirúrgico Ambulatorio (HOSPITAL DEL DÍA)
Macas, me cancele los haberes dejados de percibir, incluidos todos los beneficios
laborales, desde el momento en que fui cesada de mis funciones. Además, cumpla
con una compensación económica por los daños ocasionados principalmente por el
costo de los honorarios profesionales.
1.11 Calificada la acción de protección (fs. 114), y admitida a trámite, se notificó
legalmente a la parte demandada, el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, 
Centro Clínico Quirúrgico Ambulatorio Hospital del día-Macas (fs. 22), a la
Procuraduría General del Estado en Morona Santiago (fs. 23), al Procurador General
del Estado (fs. 24), al Coordinador Zonal de Salud Zona 6 (fs. 25), al Ministerio de



Salud Publica (fs. 30).Se ha fijado la audiencia pública, se ha declarado iniciada la
diligencia y se concede la palabra a la parte accionante, quien se ha ratificado en la
acción presentada, y al fundamentar su demanda indica que: indica que la actora
laboraba para el hospital clínico del IESS de la ciudad de Macas, era una becaria 
especializada en ginecóloga que estaba realizando la devengación desde el 17 de
febrero de 2021 hasta el presente 16 de febrero del 2025, dice que sus labores lo
hacía en el hospital como especialista en ginecología, indica que la actora comunicó
el 13 de enero de 2025 que estaba en estado de gravidez a la Ing. Anita Jaramillo,
para que se le incluya en los grupos de atencion prioritaria, pero a pesa de ello la
Ing. Anita Jaramillo con fecha 11 de febrero del 2025, emite el informe y en su parte
final, se concluye que en base a las directrices emitidas por parte de la Subdirección 
Nacional de Talento Humano que la Dra. Jacqueline Haro Terán culmina su
devenganción de beca el 16 de febrero de 2025, por lo que se solicita se realice la
desvinculación de la misma. La parte actora adjuntó el certificado a fin de qué en el
IESS, conozcan que se encuentra un estado de embarazo, y no se termine el
contrato y se amplíe en este caso el plazo de su contrato, hasta que se culmine con
la lactancia ya que la Constitución prohíbe se despida a la mujer embarazada, no fue
observado por parte del IESS los derechos a la estabilidad reforzada a favor de la
mujer embarazada, el derecho de protección en especial a las trabajadoras
embarazadas, la estabilidad laboral,la prohibición de despido, el derecho a la
seguridad jurídica, el derecho al trabajo el derecho a la seguridad jurídica, y ha
recibir decisiones motivadas.
1.12 Intervino el Dr. César Aguirre Tene, en su calidad de abogado de la Dirección
Provincial del IESS en Morona Santiago, indica que la actora era devengadora de 
una beca en la especialidad de ginecología, cuya maestría la hizo en la Universidad 
Central, para devengar dicha beca se le hizo un contrato, en el mismo se conocía 
que debía cumplir sus labores hasta 16 de febrero de 2025, por lo tanto no se podía
renovar el contrato, la actora sabía la fecha en que terminaba su devengación, dicho
contrato de servicios ocasionales era una compensación por la beca, y tenia cuatro
años de duración, se le designó como lugar del contrato el Hospital del IESS- 
Macas, y al aproximarse la fecha de culminación se le notifico, que su contrato
culminaba el 16 de febrero de 2025, ella ingresó el 17 de febrero de 2021 como
devéngante de la beca, y en la cláusula octava dice que él presente contrato tiene
una duración hasta16 de febrero de 2025 , y una vez que ha concluido el plazo se
notificó a la actora, las partidas para estos contratos son especiales y únicas, su
objetivo es solo para devengar la beca únicamente, por lo que se acaba el contrato y
ya no existe la partida, manifiesta que no se le ha vulnerado ningún derecho, porque 
la actora ha recibido atención médica, estos contratos por devengación de la beca no
dan estabilidad, también el memorando está debidamente motivado, se ha 
respetado la normativa y el contrato que era por servicios ocasionales, por lo tanto se
 le notificó respetando el contrato.
1.13 Una vez que se dio a las partes la palabra para la réplica, se ha concluido con la
intervención del abogado de la parte accionante. Concluida la diligencia, agotado el
trámite la causa se encuentra en estado de resolver de manera escrita y motivada.

2. Tramite.
2.1 A la presente acción se le ha dado el trámite determinado en la Constitución de la
República artículo 86, numeral 3, y en los artículos pertinentes de la Ley Orgánica de



Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional. El proceso es válido, no se ha
omitido solemnidad substancial alguna que lo afecte o influya en su decisión.

3. Competencia.
3.1 La suscrita Jueza es competente para conocer y resolver la acción propuesta en
vista de lo dispuesto en el numeral 2 del Art. 86 de la Constitución de la República y
Arts. 7 y 167 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control
Constitucional.

4. Validez Procesal.
4.1. El Art. 169 de la Constitución establece que “El sistema procesal es un medio
para la realización de la justicia. Las normas procesales consagrarán los principios
de simplificación, uniformidad, eficacia, inmediación, celeridad y economía procesal,
y harán efectivas las garantías del debido proceso….”, es así que en la tramitación
de la presente causa se ha asegurado a las partes la tutela judicial efectiva, imparcial
y expedita de sus derechos e intereses, aplicando los principios de inmediación y
celeridad, observando el trámite propio del presente asunto establecido en el Art. 289
y siguientes del Código Orgánico General de Procesos, conforme lo manda el debido
proceso, consagrado como garantía constitucional en el Art. 76 de la Constitución,
dentro del cual se incluye un conjunto de garantías básicas tendientes a precautelar
un proceso justo, libre de arbitrariedades en todas las instancias judiciales. Como
parte de las garantías de este derecho se incluye el derecho a la defensa, mismo
que permite a las personas acceder a los medios necesarios para hacer respetar sus
derechos en el desarrollo de un proceso legal, ya sea demostrando su inocencia o
contradiciendo los hechos alegados por la parte contraria. En este sentido, es
obligación de todos los operadores de justicia aplicar las garantías básicas del
debido proceso, y específicamente tutelar su cumplimiento en las diferentes
actuaciones judiciales, ya que su desconocimiento acarrearía la vulneración de
derechos constitucionales, al respecto la SENTENCIA N.° 029-14-SEP-CC, CASO
No. 1118-11-EP, de fecha Quito, D. M, 06 de marzo del 2014, ha señalado: “El
debido proceso no solo conlleva un mínimo de presupuestos y condiciones para
tramitar adecuadamente un procedimiento y asegurar condiciones básicas para la
defensa, sino que constituye una concreta disposición desde el ingreso al proceso,
se mantiene durante el transcurso de toda la instancia para concluir con una decisión
adecuadamente motivada que encuentre concreción en la ejecución de lo dispuesto
por los jueces…”;
4.2. La Corte Constitucional del Ecuador al referirse a la seguridad jurídica en la
SENTENCIA No. 324-15-SEP-CC, CASO N.° 0195-11-EP, Guayaquil, 30 de
septiembre del 2015, ha señalado: “(…). El contenido de este derecho radica en la
coherencia y fuerza integradora que posee la Constitución de la República como
fundamento del ordenamiento jurídico. Esta condición de juridicidad genera
confianza y certeza respecto al contenido de los derechos consagrados en el texto
constitucional y que se encuentran desarrollados en el resto del marco normativo del
Estado. (…).”.
4.3. De lo apuntado, dentro de la presente causa en la etapa de saneamiento se ha
precautelado todas estas garantías en cumplimiento de lo previsto en el Art. 107 del
COGEP y en el Art. 426 de la Constitución. Además, se ha garantizado el derecho a
la seguridad jurídica y tutela judicial efectiva de las partes sin omitir solemnidad
sustancial alguna que pueda viciar el procedimiento, por lo que se ha declarado la



validez de lo actuado.
5. Motivación.

5.1 El Art. 88 de la Constitución de la República establece que la acción de
protección tiene por objeto el amparo directo y eficaz de los derechos reconocidos en
la Constitución, y podrá interponerse cuando exista una vulneración de derechos
constitucionales, por actos u omisiones de cualquier autoridad pública no judicial;
contra políticas públicas cuando supongan la privación del goce o ejercicio de los
derechos constitucionales; y cuando la violación proceda de una persona particular,
si la violación del derecho provoca daño grave, si presta servicios públicos impropios,
si actúa por delegación o concesión, o si la persona afectada se encuentra en estado
de subordinación, indefensión o discriminación. El Art. 39 de la Ley Orgánica de
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional dispone que la acción de
protección tendrá por objeto el amparo directo y eficaz de los derechos reconocidos
en la Constitución y Tratados Internacionales sobre derechos humanos que no estén
amparados por las acciones de hábeas corpus, acceso a la información pública,
hábeas data, por incumplimiento, extraordinaria de protección y extraordinaria de
protección contra decisiones de la justicia indígena; el Art. 40 de la ley en mención
establece que la acción de protección podrá presentarse cuando concurran los
siguientes requisitos: 1.-Violación de un derecho constitucional; 2.- Acción u omisión
de autoridad pública o de un particular de conformidad con el artículo siguiente; y, 3.-
Inexistencia de otro mecanismo de defensa judicial adecuado y eficaz para proteger
el derecho violado. A su vez el Art. 41 de la ley última citada establece en su numeral
3 y en el literal b) del numeral 4, que la acción de protección procede contra todo
acto u omisión del prestador de servicio público que viole los derechos y garantías, y
contra todo acto u omisión de personas naturales o jurídicas del sector privado que
presten servicios públicos por delegación o concesión. De la normativa constitucional
y legal citada se determinan los requisitos para la procedencia de la Acción de
Protección y siendo el Ecuador un Estado Constitucional de Derechos y Justicia, al
alegarse la vulneración de derechos constitucionales de parte de una autoridad
pública o persona particular corresponde a la administración de justicia constitucional
verificar del daño. La Tutela Judicial Efectiva, es un mecanismo del proceso a fin de
acceder a los órganos jurisdiccionales y el debido proceso, del cual se persigue el
mecanismo de defensa constitucional adecuado y eficaz para su protección, a fin de
que exista un control judicial efectivo frente al poder del Estado, conformado por sus
diversas instituciones y organismos, que por cualquier motivo hayan vulnerado sus
derechos, garantizando que los ciudadanos tengan un juicio justo y equitativo en el
que puedan hacer valer sus derechos en contra de las transgresiones e
inobservancias de las normas legales en la que el Estado haya incurrido. El artículo
82 de la Constitución, señala que: “ el Derecho a la Seguridad Jurídica se
fundamenta en el respeto a la Constitución y en la existencia de normas jurídicas
previas, claras, públicas y aplicadas por las autoridades competentes.” Y, la
“Supremacía de la Constitución, prevalece sobre cualquier otra del Ordenamiento
Jurídico. El artículo 11 Ibídem. Establece en el ejercicio de los derechos, en los
numerales 2, 3, 4, 5 y 9, el principio de igualdad; numeral 2; “Todas las personas son
iguales y gozarán de los mismos derechos, deberes y oportunidades”. El artículo
11.3 Ibídem. Manifiesta “Los derechos Establecidos en la Constitución e
Instrumentos Internacionales de Derechos Humanos serán de Directa e Inmediata



Aplicación por y ante cualquier servidora o servidor público, Administrativo, Judicial,
de oficio o a Petición de Parte”. Numeral 4.- Ibídem. Estipula que: “Ninguna norma
jurídica podrá restringir el contenido de los derechos ni de las garantías
constitucionales”. El numeral 5.- Ibídem.- Prescribe que: “En materia de derechos y
garantías constitucionales, las servidoras y servidores públicos, administrativos o
judiciales deberán aplicar la norma y la interpretación que más favorezcan su
efectiva vigencia”. Numeral 9: Ibídem. Señala “El más alto deber del Estado consiste
en respetar y hacer respetar los derechos garantizados en la Constitución”. El Art. 76
Ibídem, determina: “En todo proceso en el que se determinen derechos y
obligaciones de cualquier orden, se asegurará el derecho al debido proceso que
incluirá las siguientes garantías básicas: 7. El derecho de las personas a la defensa
incluirá las siguientes garantías: a) Nadie podrá ser privado del derecho a la defensa
en ninguna etapa o grado del procedimiento, h) Presentar de forma verbal o escrita
las razones o argumentos de los que se crea asistida y replicar los argumentos de
las otras partes; presentar pruebas y contradecir las que se presenten en su contra”.
5.2. En este sentido la Corte Constitucional del Ecuador para el periodo de
Transición, en la Sentencia No. 045-11-SEP-CC, dentro del Caso No. 0385-11-EP,
ha indicado que “...es evidente que ante la vulneración de derechos constitucionales
no cabe argumentar razones de legalidad para rechazar las causas, toda vez que
este proceder enerva la efectiva vigencia de los derechos constitucionales. Las
garantías jurisdiccionales que se han previsto para la tutela de los derechos
constitucionales deben buscar precisamente este fin, la protección de derechos
constitucionales…” De igual forma, el Órgano Máximo de Control Constitucional, al
analizar la naturaleza de la acción de protección, en la Sentencia No. 0016-13-SEP-
CC, Caso No. 1000-12-EP, dejó establecido que esta garantía: “...constituye la
garantía idónea y eficaz que procede cuando el juez efectivamente verifica una real
vulneración a derechos constitucionales, con lo cual, no existe otra vía para la tutela
de estos derechos que no sean las garantías jurisdiccionales (...) La acción de
protección procede solo cuando se verifique una real vulneración de derechos
constitucionales, con lo cual, le corresponde al juez verificar y argumentar si existe o
no la vulneración de un derecho constitucional…”.La Corte Constitucional en la
Sentencia No. 001-16-PJO-CC, Caso No. 0530-10-JP, ha emitido la siguiente
JURISPRUDENCIA VINCULANTE (efectos generales o erga omnes): “… 1. Las
juezas y jueces constitucionales que conozcan de una acción de protección, deberán
realizar un profundo análisis acerca de la real existencia de la vulneración de
derechos constitucionales en sentencia, sobre la real ocurrencia de los hechos del
caso concreto. Las juezas o jueces constitucionales únicamente, cuando no
encuentren vulneración de derechos constitucionales y lo señalen motivadamente en
su sentencia, sobre la base de los parámetros de razonabilidad, lógica y
comprensibilidad, podrán determinar que la justicia ordinaria es la vía idónea y eficaz
para resolver el asunto controvertido. (…).

6. Pruebas.
6.1 La parte accionante como pruebas a su favor adjunto: a) El contrato de Servicios
Ocasionales por compensación de beca, fecha 17 de febrero de 2021 (fs. 32 a 39); 
b) el contrato de servicios ocasionales de fecha 07 de marzo del 2022, (fs. 40 a 47);
c) el certificado de afiliación al IESS (fs. 48); d) el memorando No. IESS-HD-MA-
2025-0133-M, de fecha 13 de enero de 2025 (fs. 49); e) el informe técnico de fecha



11 de febrero de 2025 suscrito por la ingeniera Anita Jaramillo (fs. 1 a 2); f) El
memorando No. IESS-HD-MA-2025-0642-M, de fecha 5 de febrero de 2025 (fs.3), g)
El memorando No. IESS-SDNGTH-2025-3169-M, de fecha 15 de febrero de 2025 
(fs.4 a 5), h) el examen médico de laboratorio, de fecha 18 de febrero de 2025 (fs. 
69), i) exámenes médicos de laboratorio (fs. 51 a 67), j) certificados de nacimiento 
(fs. 70 a 71).
6.2 La parte accionada el IESS como pruebas actúo: a) el memorando No. IESS-
SDNGTH-2021-3227-M, de fecha 09 de febrero del 2021 (fs.87 ); b) datos de la beca
(fs.88); c) El contrato de Servicios Ocasionales por compensación de beca, fecha 17
de febrero de 2021 (fs. 89 a 92) c) el memorando No. IESS-HD-MA-2022-0023-M, de
fecha 03 de enero del 2021 (fs.93 ); d) el contrato de servicios ocasionales de fecha 
07 de marzo del 2022, (fs. 94 a97), e) el memorando No.IESS-HD-MA-2022-7658-M,
de fecha 27 de diciembre del 2022 (fs. 98); f) el memorando No.IESS-HD-MA-2023-
7638-M, de fecha 19 de diciembre del 2023 (fs. 99);g) el memorando No.IESS-HD-
MA-2024-8446-M, de fecha 26 de diciembre del 2024 (fs. 100), h) el memorando
No.IESS-HD-MA-2025-0133-M, de fecha de diciembre del 2024 (fs. 100), i) el
memorando No.IESS-SDNGTH-2025-3169-M, de fecha 15 de febrero del 2025 (fs.
102).

7. Objeto de la Controversia.
7.1. Determinar si existe o no la vulneración de los derechos constitucionales: a)
Derecho a la protección especial de las mujeres embarazadas en el ámbito laboral y
derecho de lactancia;(derecho a la estabilidad especial de las mujeres embarazadas,
prohibición del despido de la mujer embarazada), b) Derecho a la Igualdad y no
discriminación (Art. 11 CRE), c) Derecho al trabajo (Art. 33 CRE); d) Derecho a la
seguridad jurídica (Art. 82 CRE), e) Derecho a obtener decisiones motivadas .

8. Análisis .
8.1. Corresponde pues a partir de los antecedentes fácticos y jurídicos que obran en
el proceso, en razón de la fundamentación presentada por la accionante al formular
la presente acción de protección, determinar si en realidad se han vulnerado los
derechos constitucionales, alegados: a) Derechos de protección especial de las
mujeres embarazadas en el ámbito laboral y derecho de lactancia; la
Constitución en su artículo 35 establece: “Las mujeres embarazadas… recibirán
atención prioritaria y especializada en los ámbitos público y privado…”; a su vez el
art. 43 Ibidem numerales 3 y 4, de forma más específica, respecto a las mujeres
embarazadas y en periodo de lactancia, determina que: “ El Estado garantizará: “ 3, 
La protección prioritaria y cuidado de su salud integral y de su vida durante el
embarazo, parto y posparto.”; 4. Disponer de las facilidades necesarias para su
recuperación después del embarazo y durante el periodo de lactancia”; a su vez con
respecto al derecho a la estabilidad laboral reforzada: al respecto de este derecho se
debe tener en cuenta que la Constitución, reconoce y garantiza expresamente en los
artículos 35, 331 que: “Es deber del Estado garantizar a las mujeres igualdad en el
acceso al empleo, a la formación y promoción laboral, profesional y a la
remuneración equitativa. Se adoptarán todas las medidas necesarias para eliminar
las desigualdades y se prohíbe toda forma de discriminación, acoso o acto de
violencia de cualquier índole, sea directa o indirecta, que afecte a las mujeres en el
trabajo”. El Art. 332 ibídem , determina: “ El Estado garantizará el respeto a los
derechos reproductivos de las personas trabajadoras, lo que incluye la eliminación



de riesgos laborales que afecten la salud reproductiva, el acceso y estabilidad en el
empleo sin limitaciones por embarazo o número de hijas e hijos, derechos de
maternidad, lactancia, y el derecho a licencia por paternidad. Se prohíbe el
despido de la mujer trabajadora asociado a su condición de gestación y
maternidad, así como la discriminación vinculada con los roles reproductivos”.(
negritas me pertenecen). La norma constitucional es sumamente clara, pues regula
la prohibición del despido de la mujer trabajadora asociado a su condición de
gestación, al respecto la corte constitucional del Ecuador ha resuelto: “(…) Todas las
personas que de una u otra manera se encuentran prestando un servicio,
desempeñando una actividad o labor, están sujetas a una condición de trato
igualitario con la consecuente prohibición de discriminación cuando las
circunstancias son también iguales, pero la situación difiere cuando existen
circunstancias particulares que ameritan un trato diferenciado'; de lo cual, se justifica
la existencia de una estabilidad laboral reforzada.” (Corte Constitucional de Ecuador,
Sentencia 375-17-SEP-CC, Caso 0526-13-EP,22/11/17, página 37, párrafo 2. En
referencia a Sentencia 080-13-SEP-CC, Caso 0445-11-EP). “La aplicación de un
concepto de trato preferencial, (estabilidad laboral reforzada para el caso de esta
sentencia), especial protección o trato prioritario, tal como es tratado en nuestra
Constitución (Art. 35), no es contrario o violatorio de un derecho a la igualdad por el
efecto de 'favorecer' a una o varias personas -lo cual agravaría aún más la brecha-,
sino todo lo contrario, lo que busca es superar aquellas desigualdades que necesitan
ser protegidas para que se pueda hablar de una verdadera igualdad dentro de una
sociedad plural atravesada por relaciones de poder.” (Corte Constitucional de
Ecuador, Sentencia 375-17-SEP-CC, Caso 0526-13-EP, 22/11/17, página 37, párrafo
2. En referencia a Sentencia 080-13-SEP-CC, Caso 0445-11-EP). “(…) Esta
estabilidad laboral reforzada tal como lo ha entendido la Corte Constitucional
colombiana y lo incorpora esta Corte Constitucional en esta sentencia, tiene como
objetivo 'asegurar que las personas que ostentan una condición de debilidad, gocen
del derecho a la igualdad real y efectiva, que se traduce en materia laboral, en la
garantía de 'permanencia en un empleo como medida de protección especial ante
actos de discriminación cuando ello sea del caso, y conforme con la capacidad
laboral del trabajador.' (Corte Constitucional de Ecuador, Sentencia 375-17-SEP-CC,
Caso 0526-13-EP, 22/11/17, página 37, párrafo 2. En referencia a la Sentencia 080-
13-SEP-CC, Caso 0445-11-EP y a la Corte Constitucional de Colombia, Sentencia
de Tutela T-238/2008). De las normas transcritas y de las sentencias
constitucionales se evidencia que existe precedentes respecto a la estabilidad laboral
reforzada, la no discriminación y la igualdad en el trabajo de las mujeres; otorgándole
la categoría de grupo de atención prioritaria a la mujer embarazada y en período de
lactancia.
8.2 La Corte Constitucional en la sentencia No. 593-15-EP/21, párrafos: “54. En el
caso sujeto a análisis, si bien la Corte Constitucional se ha pronunciado sobre el
derecho al trabajo y la estabilidad bajo la figura del contrato de servicios
ocasionales y ha señalado que este tipo de contratos no pueden generar
estabilidad laboral a las y los servidores contratados más allá del límite de tiempo
permitido por la ley, dada la propia naturaleza de este tipo de contrato, sin embargo,
este Organismo ha señalado que las mujeres embarazadas gozan de una
estabilidad especial. 55. Específicamente en relación con la estabilidad laboral de



mujeres embarazadas bajo esta forma de contratos, la Corte en la Sentencia 3-19-
JP, estableció expresamente “que independientemente del tipo de contrato o
cargo no se contabilizará la protección especial en atención al cierre del año
fiscal, sino que durará hasta el fin del periodo de lactancia.”17 (el énfasis en
negrita ha sido añadido). Por lo tanto, con fundamento en el marco constitucional se
desprende que la mujer embarazada o en cualquier etapa relacionada a su estado
de gestación, se encuentra revestida de una protección especial constitucional, la
llamada estabilidad laboral reforzada, que como objetivo, busca evitar cualquier tipo
de discriminación, la desvinculación a causa de su estado; y, precautelar la
integralidad de su salud y la del hijo o hija que está por nacer, entendiéndose que el
derecho a la estabilidad laboral reforzada de este grupo considerado vulnerable,
busca evitar la desvinculación de la trabajadora en estado de gravidez. En el caso
sub judice se ha alegado por la parte actora que no se ha considerado su estado de
gravidez, si bien ella sabia que la culminación del contrato de servicios ocasionales
por devengación de becas, era el 16 de febrero del 2025, ella con fecha 13 de enero
del 2025 mediante el memorando No.IESS-HD-MA-2025-0133-M, ha comunicado de
forma previa al Director del Hospital del IESS-Macas, Mgs. Xavier Molina Quezada y
Oficinista del IESS, Ing. Anita Jaramillo Rivadeneira, que se encontraba en estado de
embarazo y que se la incluya en los grupos vulnerables, y muy a pesar de aquello se
emite el informe el 11 de febrero del 2025, suscrito por la Ing. Anita Jaramillo
Rivadeneira, y a fs. 2 de dicho documento concluyen que: “De acuerdo a la
normativa legal vigente y el análisis realizado se solicita la terminación de la relación
laboral de la servidora antes mencionado y se proceda con la correspondiente
elaboración del respectivo documento de desvinculación”; sin considerar que por la
normativa Constitucional goza de una protección especial; y que en virtud de las
sentencias constitucionales, que son de carácter vinculante debía haberse previsto
por la parte accionada el mantener en las funciones, a la accionante, hasta que
concluya su periodo de lactancia, pues la misma gozaba de una condición de trato
igualitario por las especiales circunstancias, lo que no aconteció en la especie. La
sentencia de la Corte Constitucional No. 375-17-SEP-CC, dice: “En cuanto a la
estabilidad laboral reforzada esta Corte Constitucional ha sostenido que dadas las
peculiaridades de determinados trabajadores se les debe brindar un trato preferente;
se debe manifestar que este criterio fue sostenido en la sentencia N.° 080-13-SEP-
CC dentro del caso N.° 0445-11-EP cuando manifestó: "Todas las personas que de
una u otra manera se encuentran prestando un servicio, desempeñando una
actividad o labor, están sujetas a una condición de trato igualitario con la
consecuente prohibición de discriminación cuando las circunstancias son también
iguales, pero la situación difiere cuando existen circunstancias particulares que
ameritan un trato diferenciado"; de lo cual, se justifica la existencia de una estabilidad
laboral reforzada. La aplicación de un concepto de trato preferencial, (estabilidad
laboral reforzada para el caso de esta sentencia), especial protección o trato
prioritario, tal como es tratado en nuestra Constitución (Art. 35), no es contrario o
violatorio de un derecho a la igualdad por el efecto de "favorecer" a una o varias
personas -lo cual agravaría aún más la brecha- , sino todo lo contrario, lo que busca
es superar aquellas desigualdades que necesitan ser protegidas para que se pueda
hablar de una verdadera igualdad dentro de una sociedad plural atravesada por
relaciones de poder”. La Corte Constitucional en la sentencia No. 593-15-EP/21,



párrafo: “60 Así, el contrato de servicios ocasionales no cambia de naturaleza
jurídica al otorgar una ampliación al límite de la terminación de la relación
laboral, sino que éste adopta un régimen especial con el objeto de proteger a las
mujeres embarazadas. Por lo tanto, las entidades públicas y privadas deben
abstenerse de terminar la relación laboral hasta la terminación del permiso de
lactancia”. (negritas son miás ). En el caso sujeto a análisis, si bien la Corte
Constitucional se ha pronunciado sobre el derecho al trabajo y la estabilidad bajo la
figura del contrato de servicios ocasionales y ha señalado que este tipo de contratos
no pueden generar estabilidad laboral a los servidores contratados más allá del límite
de tiempo, la realidad era que la actora se encontraba en estado de gravidez, y pese 
a que el Director del Hospital del IESS-Macas, tenía conocimiento de su estado de
embarazo, procedió a aplicar el artículo 58 de la Ley Orgánica del Servicio Público, y
de esta forma terminar la relación laboral con la accionante; el vencimiento del plazo
del contrato de servicios ocasionales por devengación de beca, no constituye una
causa justa de terminación de la relación laboral porque va en contra la protección
especial de la accionante que le garantiza la Constitución. Por todo lo expuesto, se 
concluye que la accionante no podía ser separada de su trabajo hasta culminar su
periodo de lactancia, en consecuencia, se vulneró el derecho a la protección especial
 de la accionante, por su condición de mujer embarazada.
8.3 b) Derecho a la igualdad y no discriminación, de lo narrado en su demanda la
accionante sostiene que se ha afectado su derecho a la igualdad : “ ...Pese a existir
norma expresa, las autoridades que emitieron mi cese de funciones, se olvidaron o
no quisieron ver mi condición de embarazo, al formar parte de un grupo de atención
prioritaria conforme lo establece el Art. 35 y 43 de la Constitución de la República del
Ecuador se debió darme un trato prioritario y no separarme del trabajo sin tomar en
cuenta mi condición por el estado de gravidez por el que me encuentro. Lo cual
atenta no solo en contra mis derechos reproductivos, sino además de mi futuro
hijo...”, ahora bien el artículo 11 numeral 2 de la Constitución que señala: “El ejercicio
de los derechos se regirá por los siguientes principios: […] 2. Todas las personas son
iguales y gozarán de los mismos derechos, deberes y oportunidades. […] Nadie
podrá ser discriminado por razones de etnia, lugar de nacimiento, edad, sexo,
identidad de género, identidad cultural, estado civil, idioma, religión, ideología,
filiación política, pasado judicial, condición socio-económica, condición migratoria,
orientación sexual, estado de salud, portar VIH, discapacidad, diferencia física; ni por
cualquier otra distinción, personal o colectiva, temporal o permanente, que tenga por
objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los
derechos. La ley sancionará toda forma de discriminación.” La Carta de las Naciones
Unidas, dentro de su artículo 1.3, que proclama como uno de sus objetivos el “…
estímulo del respeto a los derechos humanos y a las libertades fundamentales de
todos, sin hacer distinción por motivos de raza, sexo, idioma o religión;", la
Declaración Universal de Derechos Humanos, dice: en su artículo 1: "Todos los
seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos..."; en su artículo 2: "1.
 Toda persona tiene todos los derechos y libertades proclamados en esta
Declaración, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión
política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica,
nacimiento o cualquier otra condición. 2. Además no se hará distinción alguna
fundada en la condición política, jurídica o internacional del país o territorio de cuya



jurisdicción dependa una persona, tanto si se trata de un país independiente como
de un territorio bajo administración fiduciaria, no autónomo o sometido a cualquier
otra limitación de soberanía"; Y, en su artículo 7: "Todos son iguales ante la ley y
tienen, sin distinción, derecho a igual protección de la ley. Todos tienen derecho a
igual protección contra toda discriminación que infrinja esta Declaración y contra toda
provocación a tal discriminación"; la Declaración Americana de los Derechos y
Deberes del Hombre, en su artículo XIV, dice: "Derecho al trabajo y a una justa
retribución: Toda persona tiene derecho al trabajo en condiciones dignas y a seguir
libremente su vocación, en cuanto lo permitan las oportunidades existentes de
empleo", normas concordantes con lo que señala la Convención Americana Sobre
Derechos Humanos, que en su artículo 1 que contempla que “Los Estados Partes de
esta Convención se comprometen a respetar los derechos y libertades reconocidos
en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su
jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma,
religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social,
posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 2. Para los efectos
de esta Convención, persona es todo ser humano”, de las disposiciones citadas se
desprende que nuestra Constitución del 2008, en el artículo 11 regula que el ejercicio
de los derechos constitucionales, entre otros, se regirá por el principio de igualdad y
lo hace extensivo a los derechos, deberes y responsabilidades, y además hace una
prohibición de toda forma de discriminación, por lo que se concluye que la igualdad a
más de ser un principio es también un derecho humano. A ello se adiciona el artículo
66 numeral 4 de la Constitución de la República, que se reconoce el derecho a la
igualdad formal, material y no discriminación, sobre lo cual la Corte Constitucional del
Ecuador, en la sentencia 117-13-SEP-CC , de fecha 11 de Diciembre del 2013,
dentro del caso 0619-12-EPP, ha determinado que la dimensión "formal" se expresa
en el artículo 11 numeral 2 de la carta magna, cuando dice: "Todas las personas son
iguales y gozarán de los mismos derechos, deberes y oportunidades", lo que
conlleva "un trato idéntico a sujetos: individuales o colectivos, que se hallan en la
misma situación"; con respecto a la dimensión "material" ha indicado que se
establece en el tercer inciso del numeral 2, del artículo 11 de la Constitución que
manda: "El Estado adoptará medidas de acción afirmativa que promuevan la
igualdad real en favor de los titulares de derechos que se encuentren en situación de
desigualdad", lo que debe ser entendido con respecto a los sujetos que se hallen en
condiciones diferentes, por lo que requieren un trato distinto, que permita equiparar
el estatus de garantías en el goce y ejercicio de sus derechos. Cito la sentencia de la
Corte Constitucional No. 3-19-JP/20, : “ Laura Clórico y Martín Aldao, citados en la
sentencia 027-12-SIN-CC,caso 0002-12-IN (Corte Constitucional del Ecuador)
señalan que las fórmulas de igualdad material y formal deben ser entendidas en dos
sentidos: "alguien que es tratado de forma diferente quiere ser tratado de la misma
manera porque considera que no hay razones para ser tratado en forma diferente, y
alguien que es tratado como todos considera que debe ser tratado en forma diferente
porque hay una circunstancia relevante que justifica un trato diferenciado".
Consecuentemente la aplicación del derecho de igualdad va a depender de la
situación en que se hallen los sujetos comparados, por lo que se puede alegar la
violación de dicho derecho en una de ambas dimensiones”. Esta dimensión del
derecho supone en cambio, que los sujetos se hallen en condiciones diferentes, por



lo que requieran un trato distinto, que permita equiparar el estatus de garantía en el
goce y ejercicio de sus derechos.” La sentencia No. 027-12-SIN-CC de la Corte
Constitucional, para el período de transición, en su parte pertinente señala que: La
igualdad formal, parte en el nivel de conciencia jurídica actual de la igual dignidad de
toda persona humana, con independencia de otras consideraciones. (...) Igualdad
material, cuya finalidad no es equiparar a todos, sino distinguirlos, a fin de no
ocasionar tratos injustos. Para Laura Clérico y Martín Aldao, todas las fórmulas de
igualdad encierran algún tipo de comparación que surge del reclamo de trato
igualitario, en dos sentidos: 1) Alguien que es tratado en forma diferente que otro,
quiere ser tratado de la misma manera porque considera que no hay razones para
ser tratado en forma diferente; o 2) alguien que es tratado como otros considera que
debe ser tratado en forma diferente porque hay una circunstancia relevante que
justifica un trato diferenciado”. En el presente caso la accionante funda la vulneración
de la normativa constitucional, pues alega que ha sido discriminada, al ser una
persona que pertenece un grupo de atención prioritaria, pues se encuentra en estado
de gravidez, lo que ha sido probado a través del certificado médico del IESS, y por lo
tanto señala la actora, que merecía un trato distinto, se debe considerar que la
Constitución de la República, dispone la obligación de prestar la debida atención a
las circunstancias de cada persona en particular, a fin de garantizar sus derechos,
considerando su situación particular, y establecer medidas que permitan asegurar un
trato distinto al resto de individuos que no se encuentran en las mismas
circunstancias a fin de alcanzar la igualdad material. En el caso en estudio la
accionante no ha determinado que se haya dado un trato distinto a otra persona que
se encontraba en similares circunstancias, por lo tanto en la presente causa no se
evidencia la vulneración de este derecho, pues no hay una justificación de que se
haya dado otro trato diferente a otra persona que se encontraba en las mismas
condiciones laborales que la accionante .
8.4 c) El derecho al trabajo regulado en el Art. 33, de la Constitución, establece: 
“Art. 33.- El trabajo es un derecho y un deber social, y un derecho económico, fuente
de realización personal y base de la economía. El Estado garantizará a las personas
trabajadoras el pleno respeto a su dignidad, una vida decorosa, remuneraciones y
retribuciones justas y el desempeño de un trabajo saludable y libremente escogido o
aceptado.” de lo transcrito es evidente que nuestra Constitución, establece una 
efectiva tutela, por el bienestar de las mujeres trabajadoras bajo cualquier modalidad
laboral de dependencia, amparando aún más como grupo de atención prioritaria a
las mujeres en estado de embarazo. La Corte Constitucional en su sentencia No.
309-16-SEP-CC, dentro del caso No. 1927-11-EP, establece que la protección que
ofrece el bloque de constitucionalidad a las mujeres embarazadas no se agota en la
protección contra la terminación anticipada de su relación laboral en razón de su
estado, sino que prohíbe todo tipo de discrimen contra ellas. Y determina que el
ejercicio de la tutela jurisdiccional de los derechos de las mujeres embarazadas, no
tiene como límite la determinación de si la terminación de su relación laboral tuvo o
no como motivo su situación de mujer en estado de gravidez o embarazo, sino debe
estar encaminada a determinar si el hecho de dar por terminada su relación laboral
durante el embarazo, produjo en la accionante alguna afectación en el contenido de
sus derechos fundamentales, especialmente en aquellos que se derivan de su
derecho a la igualdad, el recibir un trato prioritario y preferente y gozar de estabilidad



laboral. Ahora bien, con los elementos probatorios aportados, se establece que la 
actora comunico al Director del Hospital del IESS, con fecha 13 de enero del 2025, 
de que se encontraba embarazada, y pese a ello, el IESS mediante el memorando
No. IESS-SDNGTH-2025-3169-M, procede con fecha 15 de febrero del 2025, (fs. 4) 
a notificarle de la terminación del contrato de servicios ocasionales por cumplimiento
del plazo de devengación de la beca, indicando que el servidor no tiene
impedimentos legales que eviten la terminación de su contrato ocasional, , sin
considerar su embarazo, por lo tanto con fundamento el Art. 332 de la Constitución,
que prohíbe el despido de la mujer trabajadora asociado a su condición de gestación
y maternidad, lo que ha acontecido en la presente causa, por lo tanto ha acarreado la
vulneración del derecho al trabajo como fuente de realización personal que en este
caso sirve de sustento de su familia y del hijo o hija que está por nacer.
8.5 La seguridad jurídica; como se desprende del artículo 82 de la Constitución, se
fundamenta en el respeto a la Constitución y normas jurídicas previas, claras,
públicas a ser aplicadas por autoridades competentes; permitiendo la materialización
del ordenamiento jurídico por parte de los poderes públicos competentes, y la
confianza ciudadana, la Corte Constitucional en el Caso No. 1505-11-EP. Manifesto: 
“ CRE.82: El derecho a la seguridad jurídica se fundamenta en el respeto a la
Constitución y en la existencia de normas jurídicas previas, claras, públicas y
aplicadas por las autoridades competentes.” La Corte Constitucional en el Caso No.
1505-11-EP, Sentencia No. 301-16-SEP-CC, de 14 de septiembre de 2016, dispuso: 
“La seguridad jurídica por tanto, se convierte en una garantía que protege a los
ciudadanos de la actuación del Estado y de sus órganos en sujeción a lo establecido
por la Constitución y demás normas”. En relación a lo señalado, la Corte
Constitucional, mediante la sentencia N.° 075-15-SEP-CC, ha expresado lo
siguiente: “... mediante un ejercicio de interpretación integral del texto constitucional
se determina que el derecho a la seguridad jurídica es el pilar sobre el cual se
asienta la confianza ciudadana en cuanto a las actuaciones de los distintos poderes
públicos”. En la Sentencia No. 2913-17-EP/23 , párrafo 37 la Corte ha determinado
con respecto a la seguridad jurídica que: “La Corte Constitucional del Ecuador ha
señalado que la seguridad jurídica permite a las personas contar con un
ordenamiento jurídico previsible, determinado, estable, y coherente que le brinde una
noción razonable de las reglas que le serán aplicadas. El ordenamiento jurídico debe
ser estrictamente observado por los poderes públicos para brindar certeza al
individuo de que su situación jurídica no será modificada, sino por procedimientos
regulares establecidos previamente por autoridad competente, para evitar
arbitrariedad. Además, precisó que para que se produzca una vulneración al derecho
a la seguridad jurídica es necesario que las transgresiones normativas tengan una
trascendencia constitucional, esto es, que acarree la vulneración de otro precepto
constitucional”. La parte actora alega en la demanda: “Con la terminación de la
relación laboral de mi persona se vulnera el derecho a la seguridad jurídica, por el
hecho de que el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, Centro Clínico Quirúrgico
Ambulatorio (HOSPITAL DEL DÍA) Macas, y las autoridades superiores no aplicaron
las normas claras, previas, públicas emitidas por autoridades competentes, pues
inobservaron las disposiciones contenidas en la Ley Orgánica del Derecho al
Cuidado Humano, en especial los artículos 1, 2, 3, 11, 12, 13 14, 18 y 29 que regulan
este derecho y en las que se prevé la protección especial para las mujeres



embarazadas y además durante el periodo de parto, post parto y el período de
lactancia conforme el análisis realizado en líneas anteriores, motivo por el cual se
evidencia la vulneración del derecho a la seguridad jurídica”. El Artículo 3 , de Ley
Orgánica del Derecho al Cuidado Humano, numeral 2 manda: “ Garantizar la
estabilidad laboral de las mujeres que se encuentran en periodo de embarazo, parto,
puerperio y lactancia, que excepcionalmente se extiende al hombre cuando este se
encuentre en periodo de lactancia conforme lo regula la ley”; de lo resuelto por la
Corte Constitucional, se evidencia que todo ciudadano debe contar con un
ordenamiento jurídico previsible, claro, determinado, estable, coherente y que le
permita tener un conocimiento razonable de las reglas del juego que le serán
aplicadas, ordenamiento que debe ser estrictamente observado por los poderes
públicos para brindar certeza al individuo de que su situación jurídica no será
modificada solo a través de procedimientos regulares establecidos previamente y por
una autoridad competente, para de esta forma evitar la arbitrariedad, en el presente
caso al notificarle a la accionante de la terminación del contrato de servicios
ocasionales por cumplimiento del plazo de devengación de la beca, sin considerar su
embarazo, se vulnero lo previsto en la Ley Orgánica del Derecho al cuidado
Humano, de igual forma el Art. 332 de la Constitución, que prohíbe el despido de la
mujer trabajadora asociado a su condición de embarazo.
8.6 Sobre el derecho a obtener decisiones debidamente motivadas; este 
derecho esta garantizado en el artículo 76 numeral 7, literal l, de la Constitución de la
 República del Ecuador; la Corte Constitucional en el Caso No. 0476-13-EP,
Sentencia No. 086-16-SEP-CC, sostuvo: “... que ésta no se agota en referir los
antecedentes fácticos y normas jurídicas aplicables, sino implica correlacionar las
premisas relevantes a través de un análisis intelectual hacia la conclusión, lo cual
evita la arbitrariedad y discrecionalidad; y ha establecido la concurrencia de tres
requisitos: Razonabilidad en cuanto se funde en principios y normas sobre la
competencia y naturaleza de la acción; lógica en cuanto la decisión responda a las
premisas estructuradas; y comprensibilidad en el sentido de que se use un lenguaje
claro y sencillo”. La Constitución en el Art. 76 numeral 7, literal l), es clara: “ En todo
proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier orden, se
asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías básicas:
7. El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes garantías: l) Las
resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivadas. No habrá motivación si
en la resolución no se enuncian las normas o principios jurídicos en que se funda y
no se explica la pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho. Los actos
administrativos, resoluciones o fallos que no se encuentren debidamente motivados
se considerarán nulos. Las servidoras o servidores responsables serán
sancionados”. La Corte Constitucional, Caso No. 1848-13-EP, Sentencia No. 089-16-
SEP-CC: “La motivación no se agota en la referencia a disposiciones jurídicas y
antecedentes del caso, al contrario la motivación debe ser formulada a través de la
correlación de las premisas relevantes para resolver un caso, dentro de la cual se
observe el análisis intelectual efectuado por la autoridad judicial, lo cual deberá
guardar relación con la conclusión final a la que la autoridad judicial arribe, evitando
toda forma de arbitrariedad y discrecionalidad ilegítima en el ejercicio de las
funciones jurisdiccionales”. En el presente caso; el acto administrativo impugnado se
fundó en el artículo 58 de la LOSEP y articulo 146 literal a) de su reglamento, 



ademas citan los memorandos e informe técnico de sustento para la notificación de
la terminación del contrato de servicios ocasionales cumpliendo con el test
razonabilidad y lógica, se invoca la norma legal y reglamentaria, el lenguaje utilizado 
es sencillo y claro, por lo tanto si hay motivación. Se debe mencionar que presentó
esta demanda en contra del Ministerio de Salud Pública, y del Coordinador Zonal de
Salud de la Zona 6 de la Provincia de Morona Santiago, pero no se ha demostrado
que la accionante haya tenido algún contrato o relación de dependencia con dicha
entidad, por lo tanto no existe ninguna vulneración de parte de ésta Institución. Por lo
anotado y analizada la acción de protección es procedente pues se han vulnerado
los siguientes derechos constitucionales de la actora: el derecho a la protección
especial de las mujeres embarazadas en el ámbito laboral y derecho de
lactancia;(derecho a la estabilidad especial de las mujeres embarazadas, prohibición
del despido de la mujer embarazada), el derecho al trabajo, y el derecho a la
seguridad jurídica. Por las consideraciones expuestas, y sin que sea necesario
mayor análisis, la suscrita jueza:

9. Decisión .
9.1. “ADMINISTRANDO JUSTICIA, EN NOMBRE DEL PUEBLO SOBERANO DEL
ECUADOR Y POR AUTORIDAD DE LA CONSTITUCION Y LAS LEYES DE LA
REPUBLICA”, resuelve declarar con lugar la acción de protección, propuesta por: 
HARO TERAN JACKELINE CRISTINA, en contra del DIRECTOR GENERAL, y 
SUBDIRECTOR NACIONAL DE GESTIÓN DE TALENTO HUMANO DEL
INSTITUTO ECUATORIANO DE SEGURIDAD SOCIAL, del DIRECTOR DEL
INSTITUTO ECUATORIANO DE SEGURIDAD SOCIAL, CENTRO CLÍNICO
QUIRÚRGICO AMBULATORIO (HOSPITAL DEL DÍA) Macas, y del PROCURADOR
GENERAL DEL ESTADO, por la vulneración de los siguientes derechos: el derecho
a la protección especial de las mujeres embarazadas en el ámbito laboral y derecho
de lactancia; el derecho al trabajo, y el derecho a la seguridad jurídica.
9.2 Como medidas de reparación integral se dispone lo siguiente: a) La restitución
del derecho, para lo cual se deja sin efecto el el Memorando Nro. IESS-SDNGTH-
2025-3169-M, de fecha 15 de febrero de 2025; y el Informe Técnico Nro. 
UATH-CCQA-(HD)-MA-2025-005 de fecha 11 de febrero de 2025. 
9.3 De forma inmediata se le reintegrará a la accionante a su cargo como Médico
Especialista en Ginecología en el Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, Centro
Clínico Quirúrgico Ambulatorio (HOSPITAL DEL DÍA) Macas, desde el 16 de febrero
del 2025, y hasta que concluya el período de lactancia conforme a la ley, con el
mismo sueldo que percibía, se le concede el término de 60 días al IESS, para que
asigne la partida presupuestaria con la que se cancelará los sueldos a la accionante.
9.4 El Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, Centro Clínico Quirúrgico
Ambulatorio (HOSPITAL DEL DÍA) Macas, realizará a la accionante exámenes
médicos y psicológicos, y el acompañamiento psicosocial considerando su
embarazo.
9.5 El Centro Clínico Quirúrgico Ambulatorio (HOSPITAL DEL DÍA) Macas, a través
de su Director, publique en su pagina web las disculpas públicas por el espacio de 15
días, a favor de la actora por la vulneración de los derechos constitucionales: el
derecho a la protección especial de las mujeres embarazadas en el ámbito laboral y
derecho de lactancia; el derecho al trabajo, y el derecho a la seguridad jurídica, se
hará llegar constancias de dicho cumplimiento.



9.6 El Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social, Centro Clínico Quirúrgico
Ambulatorio (HOSPITAL DEL DÍA) Macas, proceda a cancelar los haberes dejados
de percibir, incluidos todos los beneficios laborales, desde el 16 de febrero del 2025,
y hasta que culmine el periodo de lactancia conforme a la ley.
9.7 Ejecutoriada que sea la presente sentencia, remítase copia certificada a la Corte
Constitucional, conforme dispone el Art. 86 numeral 5 de la Constitución de la
República del Ecuador.
9.8 Por cuanto la parte accionada el IESS, ha interpuso recurso de apelación, de
forma oral en la audiencia en conformidad a lo que dispone el Art. 24 de la Ley
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, que reza: “…Las
partes podrán apelar en la misma audiencia o hasta tres días hábiles después de
haber sido notificadas por escrito…”, una vez fenecido el término antes señalado se
dispone remitir la causa a la Corte Provincial de Justicia.
9.9 Sin costas, ni honorarios que regular.
9.10 Actúe el secretario de esta unidad judicial. NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE.-
 

10. Resumen de fácil comprensión.
 

La juzgadora ha resuelto declarar con lugar la presente acción porque se han
violentado derechos constitucionales de la actora, y estos son: el derecho a la

protección especial de las mujeres embarazadas en el ámbito laboral y derecho de
lactancia; el derecho al trabajo, y el derecho a la seguridad jurídica.

 
f).-  JACOME NOGUERA IVANA JAJAIRA, JUEZA.

 
 

Lo que comunico a usted para los fines de ley.
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